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1. ANTECEDENTES 

 
El Señor John James Peláez González, representante legal de la Asociación de 
Profesionales del Valle – ASOPROVAL, solicitó a la Contraloría Departamental del 
Valle del Cauca transparencia y legalidad en el proceso contractual 
4152.010.32.1.364-2022 a las MIPYMES en la Secretaría de movilidad. 
 
El ente de control Departamental traslado por competencia a la Contraloría General 
de Santiago de Cali - mediante registro CACCI 2904-20220905 del 5 de septiembre 
de 2022 – donde se anexa la denuncia ciudadana en los siguientes términos: 
 
“(…) actuando en calidad de oferente dentro del proceso de contratación cuyo objeto es 
Adquisición de equipos y licencias para el desarrollo del Plan Local de Seguridad Vial., en 
aras de brindar transparencia y legalidad al interior del proceso, solcito de adicione el aviso 
publicado en la plataforma SECOP II relacionado con las MIPYMES por los hechos que 
enumero a continuación: 
 
 1. Al contratista le son allegados tres oficios de MIPYMES, solicitando LA LIMITACION A 
MIPYMES DE CARACTER DEPARTAMENTAL donde se está tramitando el proceso de 
selección de conformidad al artículo 2.2.1.2.4.2.3. Limitaciones territoriales. Decreto 1860 
de 2021. (Valle del cauca) 
 
 2. La entidad contesta manifestando que limita la convocatoria a MIPYME, pero no deja 
establecido que tengan domicilio en los departamentos o municipios en donde se va a 
ejecutar el contrato. 
 
 Contenido del Aviso de la entidad: 
 

 Que, así las cosas, se cumplieron los requisitos para limitar la convocatoria del 

proceso de selección a MIPYMES, de conformidad con el Decreto 1860 de 2022, al 

recibir más de dos manifestaciones de interés en limitar la convocatoria, y al 

cumplir los requisitos que acreditaron.  

 

 Por lo anteriormente expuesto, la presente convocatoria SE LIMITA A MIPYMES, 

por lo que el Organismo solo podrá aceptar las ofertas de Mipyme o de 

proponentes plurales integrados únicamente por Mipyme.  

 

3. Por lo anterior, le solicito al contratante modificar el aviso relacionado a la convocatoria 
de MIPYMES, y establecer de manera clara que la convocatoria estará limitada a 
MIPYMES que tengan domicilio en el departamento donde se ejecutará el contrato (Valle 
del Cauca).  
 
4. Se informe el argumento jurídico del porque se limitó la convocatoria a MIPYME 
NACIONAL, toda vez que la entidad recibió tres solicitudes de LIMITACION DEL 
PROCESO A MIPYME TERRITORIAL, y revisando el NIT de cada una de las MIPYMES 
solicitantes, se observa que tienen domicilio en el Departamento del Valle del Cauca. 
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 Pantallazo en el que la entidad, responde que el proceso se limita a MIPYME NACIONAL. 
 
 

FUNDAMENTACION JURIDICA: 
 

EL PAPEL DE LOS PRINCIPIOS DE TRANSPARENCIA Y DE PUBLICIDAD EN EL 
MARCO DE LA CONTRATACIÓN PÚBLICA.  
 
La Ley 80 de 1993 es conocida como un estatuto de principios que orientan la actividad 
contractual de las entidades del Estado sometidas al Estatuto General de Contratación de 
la Administración pública. El artículo 23 establece que "las actuaciones de quienes 
intervengan en la contratación estatal se desarrollarán con arregla a los principios de 
transparencia, economía y responsabilidad y de conformidad con los postulados que rigen 
la función administrativa".  
 
En consecuencia, son conocidos como principios rectores de la contratación estatal 
transparencia, economía y responsabilidad. No obstante, la Ley 80 establece que la 
aplicación de las disposiciones contenidas en ese cuerpo normativo estará igualmente 
sometida a los principios de la función administrativa, como lo son igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad.  
 
El Sistema de Compra Pública está compuesto, entre otras, por la Ley 80 de 1993, la Ley 
1150 de 2007, la Ley 1474 de 2011, la Ley 1712 de 2014, el Decreto 019 y los decretos 
1081 y 1082 de 2015. La interpretación y aplicación de todas las disposiciones incluidas en 
esos cuerpos normativos están orientadas por los principios rectores de la contratación, así 
como los principios de la función administrativa.  
 
Los principios que rigen la contratación estatal se orientan a garantizar el interés general 
mediante el cumplimiento de fines estatales para asegurar la continua y eficiente 
prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los 
administrados, así como la correcta ejecución de recursos públicos.  
 
Ahora bien, los principios que ocupan un papel fundamental en este escrito son los de 
transparencia y publicidad, pues buscan garantizar la moralidad de la contratación y la 
imparcialidad de la Administración en la escogencia de contratistas. 
 
El principio de transparencia invita a quienes intervienen en los procesos de selección a 
actuar de manera clara, pública e imparcial, con el fin de garantizar la igualdad de 
oportunidades y la selección objetiva. La jurisprudencia y la doctrina han dotado de 
contenido este principio indicando que tienen distintas manifestaciones, como, por ejemplo: 
a) la garantía de aplicación de la regla general de selección de contratistas del Estado 
como la licitación pública y, en todo caso, la definición de modalidades de selección como 
la selección abreviada y el concurso de méritos para garantizar la escogencia de la mejor 
propuesta; b) el definir requisitos mínimos objetivos necesarios para participar en un 
proceso de selección; y c) el establecer reglas objetivas, claras y completas que permitan 
confeccionar las ofertas de los proponentes y, en ese sentido, garanticen la escogencia de 
la propuesta más favorable, entre otros.  
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Ahora bien, el principio de publicidad en el terreno de la contratación estatal encuentra casi 
siempre su desarrollo al interior del principio de transparencia; sin embargo, con el tiempo, 
este principio ha tomado fuerza y protagonismo de manera independiente. El Código de 
Procedimiento Administrativo y de la Contencioso Administrativo establece que en virtud 
del principio publicidad, las autoridades darán a conocer al público y a los interesados, en 
forma sistemática y permanente, sin que medie petición alguna, sus actos, contratos y 
resoluciones, mediante las comunicaciones, notificaciones y publicaciones que ordene la 
ley, incluyendo el empleo de tecnologías que permitan difundir de manera masiva tal 
información de conformidad con los dispuesto en este Código.  
 
Por su parte, la Corte Constitucional, en la sentencia C-646 de 2000, ha dicho que el 
principio de publicidad facilita el control ciudadano de las decisiones de las autoridades, 
permite el ejercicio de varios derechos fundamentales y contribuye de manera esencial al 
adecuado desarrollo y realización de los fines del Estado. De manera que la finalidad e 
importancia de publicar los contratos de la Administración es realizar una comunicación 
masiva que permita informar, persuadir y conseguir un comportamiento determinado de las 
personas que reciben la información”. 

Mediante oficio No. 0700.23.01.22.980 de octubre 04 de 2022, radicado el No. 
200049292022, el Jefe de la Oficina de Control Fiscal Participativo de la CGSC, 
traslada a la Dirección Técnica ante el Sector Físico la denuncia ciudadana 
identificada con el requerimiento No. 397-2022 -VU 100021462022 de septiembre 
06 de 2022. 

 

En consideración a lo anterior, se procedió a verificar jurídicamente lo denunciado y 
mediante Memorando Interno No. 33 de octubre 14 de 2022, la Directora Técnica 
ante el Sector Físico, comisiona a los servidores públicos: Luis Carlos Durán 
Ocampo, Profesional Especializado – Líder; Domar Orlando Murcia Chavarro, 
Profesional Especializado (E) y Darío Fernando Gómez Benavides, Profesional 
Universitario, para atender la denuncia fiscal No. 397-2022. 

2. ANÁLISIS 

En atención a la denuncia fiscal, el equipo auditor realiza dos (02) mesas de 
trabajo; en la primera se analiza la normatividad aplicable a las MIPYMES; toda 
vez, que la denuncia ciudadana se relaciona con la interpretación de la 
normatividad en la aplicación de la limitación a MIPYMES en la contratación 
pública. 
 
En la segunda mesa de trabajo se realiza una visita fiscal a la Secretaría de 
Movilidad el pasado 29 de diciembre de 2022, con el objeto de verificar las 
actuaciones realizadas por esta dependencia respecto a la denuncia formulada por 
el señor John James Peláez González, representante legal de la Asociación de 
Profesionales del Valle – ASOPROVAL. 
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2.1. La génesis de la denuncia ciudadana  
 
La denuncia ciudadana formulada por el señor Peláez González está dirigida al 
proceso de contratación de mínima cuantía No. 4152.010.32.1.364-2022, cuyo 
objeto contractual es la adquisición de equipos y licencias para el desarrollo del 
plan local de seguridad vial, convocado por la Secretaría de Movilidad, en aras de 
brindar transparencia y legalidad en la etapa precontractual, en donde considera 
que se está vulnerando la participación a las MIPYMES de carácter departamental, 
de conformidad a la interpretación del artículo 2.2.1.2.4.2.3 del Decreto 1860 de 
2021. 
 

Igualmente, solicita el peticionario modificar el aviso relacionado a la convocatoria 
de MIPYMES, y establecer de manera clara que la convocatoria estará limitada a 
MIPYMES que tengan domicilio en el departamento donde se ejecutará el contrato 
(Valle del Cauca). 
 

 

2.2.  Normatividad aplicable en los procesos contractuales a las MIPYMES 
 
2.2.1 Ley 905 de 2004 
 
Según el artículo 2º de La Ley 905 de 2004 , que modificó la Ley 590 de 2000, 
define la Micro, Pequeña y Mediana Empresa – MIPYME – como una “unidad de 
explotación económica, realizada por personas natural(es) o jurídica(s), en 
actividades empresariales, agropecuarias, industriales, comerciales o de servicios, 
rural o urbana”, claro está, siempre que cumpla las dos condiciones requeridas en 
el mismo artículo, relacionadas con el número de trabajadores que hacen parte de 
su planta de personal y sus activos totales.  
 
En ese sentido, la norma dispone que: i) la mediana empresa es aquella que tiene 
una planta de personal entre 51 y 200 trabajadores o activos totales por un valor 
entre 100.000 y 610.000 Unidades de valor Tributaria –UVT-  ii) la pequeña 
empresa es aquella que tiene una planta de personal entre 11 y 50 trabajadores o 
activos totales por un valor entre 501 y 5000 salarios mínimos mensuales legales 
vigentes, y iii) la microempresa es aquella que tiene una planta de personal de 10 
trabajadores o menos o activos totales por un valor inferior a 500 salarios mínimos 
legales mensuales. 
 
2.2.2 Ley 590 de 2000 
 
El numeral 4º del artículo 12 de la Ley 590 de 2000 estableció que las entidades 
públicas deben preferir, en condiciones de igual precio, calidad y capacidad de 
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suministros, a las MIPYMES nacionales en las adquisiciones necesarias para su 
funcionamiento.  
 
La normativa referida pretende fomentar las empresas que, por su tamaño o 
capacidad económica, no podrían competir en condiciones de igualdad con 
aquellas que cuentan con grandes capitales y plantas de personal. De este modo, 
no solo estas pequeñas unidades de explotación económica se hacen visibles 
dentro del mercado de bienes y servicios requeridos por las entidades públicas, 
sino que se promueve de manera directa el crecimiento de las regiones en las que 
tiene cabida tal actividad económica.  
 
Al respecto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera, Subsección C, mediante sentencia con número de expediente 40.743, del 
23 de mayo de 20124 , con ponencia del Magistrado Enrique Gil Botero, destacó 
que las entidades públicas deben, por un lado, promocionar e incrementar, 
conforme con su presupuesto, la participación de las MIPYMES como proveedoras 
de bienes y servicios que demanden y, por el otro, establecer procedimientos 
administrativos que les faciliten el cumplimiento de los requisitos y trámites relativos 
a pedidos, recepción de bienes o servicios, condiciones de pago y acceso a la 
información sobre sus programas de inversión y gasto. 
 

 2.2.3. Ley 1150 de 2007 
 
El articulo 12 la Ley 1150 de 2007, modificado por el artículo 32 de la Ley 1450 de 
2011 estableció las convocatorias limitadas a MIPYMES en contratación pública, en 
los siguientes términos:  
 
“Artículo 12. Promoción del desarrollo en la contratación pública. De conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 13, 333 y 334 de la Constitución Política, el 
Gobierno Nacional definirá las condiciones y los montos de acuerdo con los 
compromisos internacionales vigentes, para que en desarrollo de los procesos de 
selección, las entidades estatales adopten en beneficio de las Mipymes, 
convocatorias limitadas a estas en las que, previo a la Resolución de apertura del 
proceso respectivo, se haya manifestado el interés del número plural de Mipymes 
que haya sido determinado en el reglamento. 
 
 Asimismo, el reglamento podrá establecer condiciones preferenciales en favor de 
la oferta de bienes y servicios producidos por las Mipymes, respetando los montos 
y las condiciones contenidas en los compromisos internacionales vigentes.  
 
En todo caso, se deberá garantizar la satisfacción de las condiciones técnicas y 
económicas requeridas en la contratación y, realizarse la selección de acuerdo con 
las modalidades de selección a las que se refiere el Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública.  
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De igual forma, en los pliegos de condiciones las entidades estatales, dispondrán, 
de mecanismos que fomenten en la ejecución de los contratos estatales la 
provisión de bienes y servicios por población en pobreza extrema, desplazados por 
la violencia, personas en proceso de reintegración y, sujetos de especial protección 
constitucional en las condiciones que señale el reglamento; siempre que se 
garanticen las condiciones de calidad y cumplimiento del objeto contractual.  
 
PARÁGRAFO 1o. En los procesos de selección que se desarrollen con base en el 
primer inciso, las entidades podrán realizar las convocatorias limitadas que 
beneficien a las Mipymes del ámbito municipal o departamental correspondiente al 
de la ejecución del contrato.  
 
PARÁGRAFO 2o. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 5 y 6 de la Ley 1150 
de 2007, para que las Mipymes puedan participar en las convocatorias a las que se 
refiere este artículo, deberán acreditar como mínimo un año de existencia, para lo 
cual deberán presentar el certificado expedido por la cámara de comercio o por la 
autoridad que sea competente para dicha acreditación.  
 
PARÁGRAFO 3o. En la ejecución de los contratos a que se refiere el presente 
artículo, las entidades y los contratistas, deberán observar lo dispuesto en los 
artículos 90 a 95 de la Ley 418 de 1997 y las normas que la modifiquen, adicionen 
o subroguen”. 
 
La Corte Constitucional, en la sentencia C-862 de 2008, estudió la 
constitucionalidad del artículo 12 de la Ley 1150 de 2007 y señaló, entre otras 
cuestiones, que la intención del legislador fue implementar acciones afirmativas en 
la contratación de las micro, pequeñas y medianas empresas, con el fin de 
fomentar su desarrollo y la creación de empresa, así como la generación de 
empleos formales. 
 
 

2.2.4. Decreto 1082 de 2015 
 
El gobierno nacional a través del Decreto 1082 de 2015 reglamentó la norma 
anteriormente transcrita, adoptando medidas para incentivar la contratación 
pública. Dentro de estas medidas se resaltan las “convocatorias limitadas a 
MIPYMES” y la “limitación territorial” a MIPYMES, contenidas, respectivamente, en 
los artículos 2.2.1.2.4.2.2. y 2.2.1.2.4.2.3. Este último dice lo siguiente:  
 

“Las Entidades Estatales pueden realizar convocatorias limitadas a 
Mipyme nacionales domiciliadas en los departamentos o municipios en 
donde se va a ejecutar el contrato. La Mipyme debe acreditar su 
domicilio con el registro mercantil o el certificado de existencia y 
representación legal de la empresa (…)” 
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El artículo 2.2.1.2.4.2.2., por su parte, es del siguiente tenor: 
 

“La Entidad Estatal debe limitar a las Mipyme nacionales con mínimo un (1) 
año de existencia la convocatoria del Proceso de Contratación en la 
modalidad de licitación pública, selección abreviada y concurso de méritos 
cuando:  

 
1. El valor del Proceso de Contratación es menor a ciento veinticinco mil 
dólares de los Estados Unidos de América (US$125.000), liquidados con la 
tasa de cambio que para el efecto determina cada dos años el Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo. 

 
2. La Entidad Estatal ha recibido solicitudes de por lo menos tres (3) 
Mipyme nacionales para limitar la convocatoria a Mipyme nacionales. 
La Entidad Estatal debe recibir estas solicitudes por lo menos un (1) día 
hábil antes de la apertura del Proceso de Contratación (…)” 

 
 
2.3 Concepto C-413 de 2020 (30-06-2020) de la Agencia Nacional de 
Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente – Sobre la limitación de 
los procesos contractuales a MIPYMES 
 
Una vez analizada la normatividad anterior, la Agencia Nacional de Contratación 
Pública se pronunció sobre la limitación de los procesos contractuales a MIPYMES, 
en el concepto C-413 de 2020, en los siguientes términos: 
 
“(…) puede decirse, entonces, que el Decreto 1082 de 2015 regula la limitación de 
convocatorias a Mipymes en dos normas distintas, las cuales, sin embargo, deben 
leerse conjunta y armónicamente. Por un lado, la que prevé los requisitos 
generales para que la entidad limite sus convocatorias a Mipymes nacionales «infra 
literal a» y, por el otro, la que establece la posibilidad de regular la convocatoria a 
Mipymes nacionales domiciliadas en los departamentos o municipios en donde se 
va a ejecutar el contrato «infra literal b».  
 
Es de resaltar que estas normas se refieren a las Mipymes nacionales 
genéricamente y, particularmente, a las Mipymes nacionales «domiciliadas en los 
departamentos o municipios en donde se va a ejecutar el contrato». En ambos 
casos se refiere a Mipymes nacionales, distinguiéndolas de las empresas 
extranjeras. Del artículo 2.2.1.2.4.2.3. del Decreto 1082 de 2015 no se deriva que 
existan Mipymes del orden territorial. Esta categoría no existe en el ordenamiento 
jurídico. En ese sentido, toda empresa constituida bajo las leyes colombianas o que 
tenga su domicilio principal en el territorio colombiano y, además, cumpla los 
criterios previstos por la Ley 590 de 2000 y el Decreto 957 de 2019, será 
considerada Mipymes del orden nacional. Otra cosa es que las normas de 
contratación permitan que las Mipymes nacionales con «domicilio» en un municipio 
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o departamento puedan beneficiarse en la ejecución de un contrato dentro de la 
entidad territorial en la que tienen su «domicilio». De todos modos, las Mipymes 
domiciliadas en un municipio o departamento son Mipymes nacionales. En 
consecuencia, no es procedente distinguir entre Mipymes nacionales y Mipymes 
municipales o departamentales, habida cuenta que estas últimas no existen como 
categoría dentro del ordenamiento normativo.  
 
Igualmente, se debe precisar que el artículo 2.2.1.2.4.2.3. del Decreto 1082 de 
2015 se refiere a las «Mipyme nacionales domiciliadas en los departamentos o 
municipios en donde se va a ejecutar el contrato» «cursivas propias», esto es, al 
«domicilio» y no a las «sucursales». Esta distinción es importante porque el 
beneficio normativo únicamente aplica en el lugar en el que la Mipyme tiene su 
«domicilio», y no en donde tiene sucursales (…)”. 
 
“(…) Cumplidos los dos requisitos del artículo 2.2.1.2.4.2.2. ibídem, la entidad 
puede ─no tiene que─ decidir si limita la convocatoria a las Mipymes nacionales 
domiciliadas en el municipio o departamento en el que se ejecutará el contrato. 
Esto de acuerdo con lo establecido en artículo 2.2.1.2.4.2.3. del Decreto 1082 de 
2015, norma que se refiere a la facultad de la administración con el verbo infinitivo 
«poder», no «deber».  
 
Colombia Compra Eficiente ha sostenido que es discrecional la decisión de limitar 
territorialmente una convocatoria de Mipymes, y ha precisado que, de todos modos, 
la decisión debe estar justificada en los correspondientes «estudios del sector». Así 
lo consideró en la consulta No. 216130003241, resuelta el 30 de junio de 2016. 
Igualmente, en la consulta resuelta en el radicado No. 2201813000008184, del 7 
de septiembre de 2018, se dijo que, de acuerdo con el artículo 2.2.1.2.4.2.3. del 
Decreto 1082 de 2015, las Mipymes beneficiadas deben tener su domicilio principal 
en el municipio o departamento donde se ejecutará el contrato para poder 
participar en una convocatoria limitada territorialmente (…)”. 
 

2.4 Tesis planteada por la Secretaría de Movilidad del Distrito Especial de 
Santiago de Cali 
 
El día 05 de septiembre de 2022 la Secretaría de Movilidad da respuesta al señor 
peticionario a través de la plataforma Secop II, en el sentido: que el Decreto 1082 
de 2015, en su artículo 2.2.1.2.4.2.2 menciona el deber de las entidades públicas 
en limitar a mipymes las convocatorias del proceso que cumplan con los requisitos 
exigidos para limitarla. Y el artículo 2.2.1.2.4.2.3 hace referencia a las 
convocatorias limitadas a mipymes territoriales, manifestando que las entidades 
públicas podrán hacerlo. 
 
En ambos artículos del decreto se hace mención a la limitación de convocatorias, 
sin embargo, en el primer caso, es mandatorio “Deben” mientras que en el segundo 
artículo es facultativo “Podrán”. 
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La Secretaría de Movilidad acoge el concepto C-413 de 2020, expedido por la 
Agencia Nacional de Contratación Pública, – Colombia Compra Eficiente, en 
especial lo enunciado en la página 9 del citado concepto: 
 

“(…) Por un lado, supone que la decisión de limitar territorialmente la 
convocatoria opera de pleno derecho, cuando lo solicitan tres Mipymes 
nacionales domiciliadas en el municipio o en el departamento en el que se 
va a ejecutar el contrato. Sin embargo, se debe tener presente que lo que 
sucede de pleno derecho es la limitación a Mipymes nacionales a la que 
se refiere el artículo 2.2.1.2.4.2.2. del Decreto 1082 de 2015, pero no la 
«limitación territorial» referida en el artículo 2.2.1.2.4.2.3. ibídem, pues 
esta, como ya se dijo, es facultativa para la entidad. Las únicas exigencias 
son que la convocatoria esté limitada a las Mipyme nacionales 
«domiciliadas en los departamentos o municipios en donde se va a 
ejecutar el contrato» y que la entidad justifique su decisión en los 
«estudios del sector». No es procedente, entonces, que sean las Mipymes 
las que soliciten la «limitación territorial» a la que se refiere el artículo 
2.2.1.2.4.2.3. del Decreto 1082 de 2015.  
 
Es del caso insistir en que si la entidad ejerce la facultad que le confiere el 
artículo 2.2.1.2.4.2.3. del Decreto 1082 de 2015, tendrá que justificar 
dicha decisión, acudiendo a criterios técnicos y económicos, y en todo 
caso, explicando concretamente las razones que justifican tal 
determinación. También se debe reiterar que el origen de las Mipymes 
que solicitan la «limitación territorial» no es relevante frente a dicha 
decisión, por dos razones. Primero, porque las Mipymes no están 
habilitadas para pedir la «limitación territorial», lo están para pedir la 
«convocatoria limitada a Mipymes», y, segundo, porque el único criterio a 
tener en cuenta, una vez se ha decidido justificadamente limitar 
territorialmente la convocatoria previamente limitada a Mipymes, es el 
lugar donde se va a ejecutar el contrato (…)”. 
 

 
2.5 Antecedentes del proceso de selección de mínima cuantía No. 
4152.010.32.1.364-2022 
 
Etapa Precontractual: 
 
El proceso de contratación citado fue publicado en el Secop 2, el día 30 de agosto 
de 2022, donde se constató los documentos previos, tales como: Análisis del 
sector, estudio previo, matriz de riesgo, invitación pública, anexos, CDP, 
conformación comité equipo estructurador. 
 



Informe final Actuación Especial de Fiscalización – Denuncia ciudadana requerimiento No. 397-2022 
Página 13 de 15 

 

 

 

La Secretaría de Movilidad dio plazo hasta el 31 de agosto de 2022 para que los 
interesados presentaran observaciones a la invitación publica y plazo para 
manifestación de interés de limitar la convocatoria a Mipymes. 
  
Que al proceso de selección se recibió una observación de carácter técnica, la cual 
fue resuelta por la entidad pública, dando respuesta a través de la sección de 
mensajes.  
 
Que al proceso de selección se recibieron tres solicitudes de manifestación de 
interés en limitar la convocatoria a Mipyme; de las siguientes empresas: 
 

 Persona jurídica: TIENDA TECNOLOGICA IMPORSYSTEM S.A.S., NIT 

900405312-7, representante legal JULIAN ANDRES BETANCOURT, 

CESAR TULIO OSPINA CUARTAS, contador público con T.P. 169206 T. 

 

 Persona natural: KELLY ANDREA PELAEZ MEJIA, NIT 1115082604-8, 

representante legal KELLY ANDREA PELAEZ MEJIA, FRANCISCO 

HERNAN ZULUAGA ESPEJO, contador público con T.P. 24512-T. 

 

 Persona jurídica: ASOCIACION DE PROFESIONALES DEL VALLE 

ASOPROVAL, representante legal JOHN JAMES PELAEZ GONZALEZ, 

FRANCISCO HERNAN ZULUAGA ESPEJO, contador público con T.P. 

24512-T. 

Que la secretaría de Movilidad público Aviso, el día 1º de septiembre de 2022, 
manifestando que el proceso sería limitado a Mipymes.  
 
La entidad recibió con posterioridad al termino para presentar las solicitudes de 
limitar el proceso a Mipymes, una observación respecto de la limitación a Mipymes 
territorial, la cual fue respondida a través de la Sección de mensajes del Secop, 
directamente al interesado, el día 5 de septiembre de 2022.  
 
Que al cierre del proceso de selección se presentaron dos propuestas, de las 
siguientes empresas: 
 

1.- INAUTI S.A.S, presentando una oferta económica por valor de 

$31.185.497 

  

2.- NECONSER SAS, presentando una oferta económica por valor de 

$32.515.572. 

No obstante, siendo el oferente INAUTI SAS la oferta más favorable dentro del 
cierre del proceso de selección, resulto rechazado dentro del proceso, toda vez, 
que no cumplió con los requisitos habilitantes. 
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Se procedió a verificar los requisitos habilitantes del segundo proponente, el cual, 
al cumplir con los mismos y la oferta, resulto siendo el adjudicatario de la 
aceptación de oferta No. 4152.010.26.1.415.2022. 
  
Etapa Contractual 
 
El proceso fue adjudicado al contratista NECONSER SAS, a través de la 
aceptación de la oferta No. 4152.010.26.1.415.2022, la cual fue suscritas por las 
partes el día 16 de septiembre de 2022 por valor de Treinta y Dos Millones 
Quinientos Quince Mil Quinientos Sesenta y Seis Pesos ($32.515.566) incluido IVA, 
de conformidad con la oferta económica presentada por la firma NECONSER 
S.A.S. 
 
El contrato cumplió con los requisitos de perfeccionamiento y ejecución, a través de 
su registro presupuestal y aprobación de pólizas, teniendo como fecha de inicio de 
ejecución el 21 de octubre de 2022. Y tiene como fecha de terminación el 21 de 
diciembre de 2022, contando a la fecha con acta de recibo final, emitido por el 
supervisor del contrato.  
 

3. CONCLUSIONES 

 
Una vez analizada la normatividad aplicable en los procesos contractuales a las 
Mipymes, y en particular a la convocatoria limitada de éstas en la contratación 
pública, se concluye por parte de la Comisión Auditora, que la Secretaría de 
Movilidad actuó acorde con los preceptos establecidos en los artículos 2.2.1.2.4.2.2 
y 2.2.1.2.4.2.3 del Decreto 1082 de 2015, sin afectar la transparencia y legalidad en 
el proceso contractual 4152.010.32.1.364-2022. Toda vez, que es discrecional la 
decisión de limitar territorialmente una convocatoria de Mipymes por parte de la 
entidad pública. 
 
Teniendo en consideración lo anterior, para que la entidad pública hubiese querido 
limitar el presente proceso a convocatoria territorial, debió haberlo justificado 
técnica y económicamente desde los estudios previos – análisis del sector. Y la 
secretaría de Movilidad en el presente proceso de contratación no mencionó en los 
estudios previos la intención de limitar la convocatoria a Mipymes territoriales, 
siendo discrecional limitar la misma a circunscripción nacional. 
 
El señor Jhon James Peláez González afirma en su denuncia ciudadana, que actúa 
en calidad de oferente dentro del proceso de contratación cuyo objeto es la 
adquisición de equipos y licencias para el desarrollo del Plan Local de Seguridad 
Vial. Sin embargo, en el desarrollo investigativo de la petición se evidenció, que al 
cierre del proceso de selección de mínima cuantía 4152.010.32.1.364-2022 se 
presentaron dos propuestas, de las siguientes empresas: INAUTI S.A.S y 
NECONSER SAS. 
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Lo anterior significa, que solo dos (2) oferentes se presentaron a la convocatoria de 
Mipymes nacionales, y no se presentó como oferente la Asociación de 
Profesionales del Valle – ASOPROVAL, representada por el peticionario; ni se 
presentaron las otras dos empresas:  TIENDA TECNOLOGICA IMPORSYSTEM 
S.A.S. y KELLY ANDREA PELAEZ MEJIA (persona natural), que habían solicitado 
limitar la convocatoria a Mipymes territoriales. 
 
Se concluye que la Secretaría de Movilidad aún efectuando la limitación a Mipymes 
Nacional solo se presentaron dos (2) oferentes y las tres (3) empresas que 
solicitaron limitar la convocatoria a Mipymes territorial (Departamento del Valle del 
Cauca) no se presentaron, donde una de estas últimas tendría la oportunidad de 
ser escogida y hacer participativo el proceso contractual. 
 
En consecuencia a lo anterior, se da respuesta definitiva al peticionario en los 
términos expuestos en el presente informe sin dejar observaciones a la entidad 
pública. 
 

Fin del Informe. 
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